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FORMULA RECLAMO ADMINISTRATIVO -

SUBISIDIARIAMENTE INTERPONE 

RECURSO DE RECONSIDERACION

Al 

Tribunal Superior de Justicia 

Presidenta Dra. Aída Tarditti

Su despacho:  

……………………….(nombre completo y apellido), Legajo Nº ………, DNI Nº ……….., con domicilio real en ………. Nº ……, de Barrio ……… de ésta ciudad de Córdoda/…………, y constituyéndolo a los efectos del presente en el mismo sitio, ante esa autoridad respetuosamente comparezco y como mejor proceda en derecho digo:

I.
EXORDIO

Vengo en tiempo y forma a deducir formal Reclamo Administrativo a los fines de que se me reintegren los montos que me han sido indebidamente descontados. Todo conforme a las consideraciones de hecho y de derecho que expongo a continuación.
Subsidiariamente, para el caso de que su autoridad considere al recibo de haberes como un acto administrativo definitivo, solicito se le otorgue al presente condición de Recurso de Reconsideración en los términos del art. 80 ss y cc Ley 5.350 (T.O. Ley 6.658).

II. 

LAS RAZONES DEL RECLAMO

Tal como es conocimiento de vuestra autoridad soy empleado judicial, dependiente del Poder Judicial de la Provincia de Córdoba, y afiliado a la Asociación Gremial de Empleados de la Provincia de Córdoba (AGEPJ).

Así las cosas hasta el mes de marzo de 2018 vuestra autoridad nunca había descontado haberes por las Medidas de Fuerza adoptadas por el gremio que me representa, específicamente nunca nos descontaron las Asambleas Informativas realizadas en horario de oficina o el Retiro Anticipado del Horario de Egreso.

Esto es así ya que en el recibo de haberes del mes mencionado la administración pública decidió descontarme del salario la suma de $......... bajo el concepto “Ausencias por paros No Pagas en días (RM)” (código …..) 

En tal sentido desde ya señalo que no existe ninguna razón legal que justifique la merma en mi salario, a lo que agrego que el referido hecho constituye un verdadero acto sancionatorio por mi participación en medidas de fuerzas dispuestas por mi gremio.
Consecuentemente corresponde recordarle que entre los derechos fundamentales de los trabajadores está el del derecho a “reunirse y desarrollar actividades sindicales” (art. 4 Ley 23.551) en el lugar de trabajo para debatir cuestiones relacionadas con la situación laboral o para recibir información sindical sobre el estado de las negociaciones colectivas, entre otras. 

Uno de los principales sujetos pasivos de este derecho, es, obviamente el Estado, a quien en su rol de patronal se le impone, consecuentemente una serie de obligaciones tendientes a la concreción de estos mandatos supraordinantes. 
En este sentido, el art. 23 de la Constitución Provincial, en su inciso noveno establece que “todas las personas en la provincia tienen derecho: … a la defensa de los intereses profesionales…” y luego en el art. 51 reconoce que “…el ejercicio de los derechos a la información y a la libertad de expresión no está sujeto a censura…”. 

Estos preceptos registran sus antecedentes en la Constitución Nacional, en especial en el art. 14 bis donde se asegura a todo trabajador el goce de un “organización sindical libre y democrática”.
En orden a esta cuestión, y con carácter de norma convencional, íntimamente ligada a la libertad de reunión en el lugar de trabajo el Comité de Libertad Sindical de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) a resuelto en reiteradas oportunidades que “…el derecho de reunión es un elemento esencial para que las organizaciones sindicales puedan realizar sus actividades y que el artículo 6 del Convenio sobre las relaciones de trabajo en la administración pública, 1978 (núm. 151) — ratificado por Argentina — prevé que deberán concederse a los representantes de las organizaciones reconocidas de empleados públicos facilidades apropiadas para permitirles el desempeño rápido y eficaz de sus funciones durante sus horas de trabajo…” (Caso núm. 2499 (Argentina) - Fecha de presentación de la queja: 14-JUN-06, cita online: http://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=1000:50002:0::NO:50002:P50002_COMPLAINT_TEXT_ID:2910202).
En efecto, es claro que la Constitución Nacional en su art. 14 bis, como así también la Ley 23.551, el art. 23 de la Constitución Provincial y las Convenciones y Resoluciones de la OIT, conforman un entramado jurídico dirigido, justamente, a evitar que el desarrollo de las actividades sindicales o la participación de asambleas informativas o la adhesión a medidas de fuerza legítimas –como en este caso-, puedan luego constituirse en base para la sanción, la persecución o la discriminación.

Por otro lado, y en cuanto al momento en el que se lleva a cabo la reducción, está claro que el descuento a más de tres meses de realizadas las últimas reuniones informativas por mejoras salariales y de condiciones laborales resulta extemporáneo. En este caso, a las claras, la medida (reducción salarial) es dispuesta por su autoridad como sanción para aquellos trabajadores que hayamos participado de la asamblea. Lo cual no hace más que acreditar el fin persecutorio de la conducta adoptada.   
En ese mismo sentido resulta claro que no reintegrar los descuentos de haberes por mi participación en las medidas de fuerza de marras, implica también una decisión ilegítima que torna al derecho de huelga –constitucionalmente consagrado y protegido- en ilusorio, haciendo en definitiva que el ejercicio de un derecho culmine recayendo de manera perjudicial sobre las espaldas de quienes lo ejercen, lo cual –de más está decirlo-, repugna nuestro ordenamiento jurídico (arts. 9, 10 del C. C. y C.).

Por otro lado, es evidente que el descuento dispuesto respecto de mi haber por ejercicio de la libertad sindical, vulnera el mandato contenido en el art. 174 de la Constitución Provincial, en tanto allí se dispone que el obrar estatal debe estar siempre sujeto al orden jurídico, orden que como se ha visto ha sido ostensiblemente violentado con la medidas dispuesta.
Conforme lo hasta aquí expuesto, solicito la inmediata devolución de la suma de $ ……………… descontada de manera ilegítima por mi participación en asambleas informativas y medidas de fuerzas declaradas por el gremio con personería gremial que me representa. 

III.-

SUBSIDIARIAMENTE INTERPONE RECURSO DE RECONSIDERACIÓN

Para el improbable supuesto de que su autoridad considere al recibo de haberes como un acto administrativo, solicito se considere al presente como formal Recurso de Reconsideración en los términos del art. 80 ss y cc Ley 5.350 (T.O. Ley 6.658) en contra de dicho acto persiguiendo se declare su nulidad, conforme las consideraciones expuestas ut-supra y las que ut-infra expondré. Doy razones de la ilegitimidad de su acto: 

Nulidad por la total ausencia de motivación

Una primera cuestión a señalar está dada por la total y completa carencia de motivación del acto impugnado. Adviértase en ese sentido que la escueta leyenda “Ausencias por paros No Pagas en días (RM)” y la reseña de un código no brindan en modo alguno las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habría acaecido el supuesto que origina el descuento. 

Tal absoluta omisión de detalles relativos a los supuestos hechos que habrían motivado los descuentos de haberes impiden de manera total ejercer mi derecho a la defensa, toda vez que me resulta imposible desvirtuar aquello que no conozco.

Corresponde, en orden a este punto, partir de la premisa consistente en que “la motivación aparece como una necesidad tendiente a la observación del principio de legalidad en la actuación de los órganos estatales y que desde el punto de vista del particular o administrado traduce una exigencia fundada en la idea de una mayor protección de los derechos individuales, ya que de su cumplimiento depende que el administrado pueda conocer de una manera efectiva y expresa los antecedentes y razones que justifiquen el dictado del acto” (Cassagne. Derecho Administrativo, T. II, p. 149.)

Desde esta perspectiva entonces se colige que, en realidad, no se ha cumplimentado siquiera mínimamente con la exigencia de motivación aludida. Por el contrario la anemia en este aspecto es absoluta, total y temeraria.

Adviértase que no se trata aquí de sostener que la inexistencia de motivación que se denuncia está dada por lo escueto de la misma, sino que lo importante es su ostensible inidoneidad para cumplir eficazmente con el mandato de motivación que pesa en todo acto administrativo, y con mayor énfasis en los supuestos como este, en que se afectan a todas luces derechos subjetivos.

Es decir que lo cierto es que s autoridad ha recurrido a una argumentación que nada dice, y permite concluir que su enunciación se ha efectuado al sólo fin de cubrir las apariencias de motivación, sin que ésta pueda considerarse en modo alguno cumplimentada.

Al respecto se ha expresado que el motivo de la decisión que se toma “debe ser real, y adaptado a cada caso discutido, no pudiendo limitarse a utilizar frases típicas o fórmulas prefabricadas” (Guido Santiago Tawil – Laura M. Monti. La Motivación del Acto Administrativo. Depalma. Bs. As. 1998, pag. 61 y ss.) 

La propia Corte Suprema de Justicia de la Nación ha señalado que “si bien no existen formas rígidas para el cumplimiento de la exigencia de motivación explícita del acto administrativo, la cual debe adecuarse en cuanto a la modalidad de su configuración a la índole particular de cada acto administrativo, no cabe la admisión de fórmulas carentes de contenido, de expresiones de manifiesta generalidad o, en su caso, circunscribirla a la mención de citas legales, que contemplan sólo una potestad genérica no justificada en los actos concretos” (Fallos 314;625.).
En nuestro caso, como se ha visto, el concepto esgrimido en el recibo de haberes no llega a ser ni una cáscara de contenido de un acto administrativo. Desde ya señalo que de ningún modo puede entenderse como motivación adecuada la decisión adoptada en mi perjuicio, todo lo cual conlleva la nulidad del acto administrativo atacado.

Es decir que una primera razón que lleva a tildar de arbitraria e ilegal a la medida, radica como se ha visto en su total anemia en la motivación, circunstancia que repercute en la vulneración del derecho a la defensa (art. 18 CN) al impedir en forma absoluta el adecuado ejercicio de dicho derecho en la medida en que se desconocen las razones que llevaron a la toma de la decisión dañosa y se desconoce por ende aquello que debe refutarse.

Lo expuesto debe llevar a declarar la nulidad absoluta e insanable del acto impugnado.

Nulidad por violación de la libertad sindical 

Por otro lado, tal como se expuso en el apartado II del presente, especial mención debe hacerse en orden a que la modalidad de descuentos utilizada por la Provincia de Córdoba en autos, constituye también una práctica desleal, cercenatoria de la actividad sindical y del derecho de huelga, consagrados y protegidos en los arts. 23 de la Constitución Provincial, 14 bis de la Constitución Nacional y Convenios, Recomendaciones y Resoluciones de la OIT.

Esto es así por cuanto es claro que si quien realiza medidas de fuerza, que no han sido declaradas ilegales, y que se enmarcan en un conflicto por evitar justamente el deterioro del poder adquisitivo de los ya de por sí magros salarios del sector judicial (a excepción de sus funcionarios), el incremento de la jornada laboral ……………………., ve luego disminuido sus ingresos mediante la utilización de una modalidad de descuento nunca antes aplicada en las mismas situaciones, debe ser calificada como abusiva sin hesitación alguna.

En nuestro caso entonces no cabe duda que la decisión de descontar las horas de asambleas informativas y retiros anticipados declaradas por el gremios que nos nuclea, conlleva una grave, onerosa, y jurídicamente inadmisible sanción disciplinaria.

En definitiva entonces solicito se disponga la restitución de los montos retenidos sobre mis haberes correspondientes al mes de marzo, en concepto de descuento por días de asambleas.

IV.-
RESERVAS
Atento a estar en juego derechos y prin​cipios de raigambre constitucional, como los mencionados en los apartados precedentes, hacen expresa reserva de ocurrir por ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación por la vía que prevé el art. 14 de la ley 48.

V.

SUSPENSION DE LOS EFECTOS DEL ACTO

Solicito que mientras se sustancie el presente, y atento a las consideraciones vertidas, y la naturaleza alimentaria de los haberes, se disponga la inmediata devolución de los descuentos realizados que aquí reclamo hasta las resultas de este reclamo-recurso.

VI.

PETITUM
1. Tenga por efectuado el presente reclamo administrativo, dándole el trámite de ley.

2. Oportunamente, previo los trámites de ley, haga lugar al mismo y en consecuencia deje sin efecto el descuento realizado sobre mis haberes y reintegre los montos descontados.

3. Subsidiariamente imprímale trámite de Recurso de Reconsideración.

4. Tenga presente las reservas formuladas. 

5. Disponga la suspensión de los efectos del acto impugnado.
SERA JUSTICIA.-
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